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DICTAMEN SOBRE EL PROYECTO DE DECRETO FORAL DEL CONSEJO DE GOBIERNO FORAL POR EL QUE SE REGULAN LOS REQUISITOS Y CONDICIONES MÍNIMAS TÉCNICO-ASISTENCIALES Y DE PERSONAL EXIGIDAS A LOS CENTROS RESIDENCIALES PARA PERSONAS MAYORES DEPENDIENTES EN EL MARCO DE LA CONCERTACIÓN DE PLAZAS RESIDENCIALES CON EL INSTITUTO FORAL DE BIENESTAR SOCIAL Y EL PROCEDIMIENTO PARA LA CONCERTACIÓN
( SESIÓN COMISIÓN CONSULTIVA 15.MAYO.2025)
I.-ANTECEDENTES DE HECHO
El Director Gerente del Instituto Foral de Bienestar Social (IFBS, en adelante) remitió, con fecha 26 de febrero de 2025, el proyecto de decreto foral del Consejo de Gobierno Foral por el que se regulan los requisitos y condiciones mínimas técnico asistenciales y de personal exigidas a los centros residenciales para personas mayores dependientes en el marco de la concertación de plazas residenciales con el IFBS y el procedimiento para la concertación, para la emisión del preceptivo informe por parte de esta Comisión Consultiva. 

A la petición del dictamen se acompañó la documentación que a continuación se detalla:

1. Orden Foral 116/2024, de 15 de noviembre, del Diputado de Políticas Sociales, por la que se inicia el procedimiento de elaboración del proyecto de decreto foral del Consejo de Gobierno Foral que regulan los requisitos y condiciones mínimas técnico asistenciales y de personal exigidas a los centros residenciales para personas mayores dependientes en el marco de la concertación de plazas residenciales con el IFBS y el procedimiento para la concertación. 

2. Informe de impacto en función del género emitido por la Jefa de la Secretaría de Servicios Sociales el 19 de noviembre de 2024.

3. Observaciones que emite el Servicio de Igualdad a la solicitud de verificación de la evaluación de impacto de género en fecha 29 de noviembre de 2024.

4. Alegaciones presentadas al proyecto de decreto foral en el trámite de audiencia e información pública. En concreto, las alegaciones presentadas por el grupo juntero de EH Bildu en fecha 13 de diciembre de 2024.

5. Informe sobre las alegaciones presentadas en el trámite de audiencia e información pública, emitido por el Área de Contratación y Régimen Jurídico del IFBS en fecha 24 de febrero de 2025.

6. Informe económico emitido por la Subdirectora técnica del Área Económica y Presupuestaria del IFBS en fecha 27 de noviembre de 2024.

7. Informe de impacto normativo emitido por el Área de Contratación y Régimen Jurídico del IFBS en fecha 24 de febrero de 2025.

8. Proyecto de decreto foral del Consejo de Gobierno Foral por el que se regulan los requisitos y condiciones mínimas técnico asistenciales y de personal exigidas a los centros residenciales para personas mayores dependientes en el marco de la concertación de plazas residenciales con el IFBS y el procedimiento para la concertación. 

II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS

PRIMERA. Competencia de la Comisión Consultiva.

El artículo 3.1 b) del Decreto Foral del Consejo de Gobierno 40/1999, de 30 de marzo, por el que se crea la Comisión Consultiva de la Administración Foral de Álava y aprueba su Reglamento orgánico, dispone que la Comisión Consultiva emitirá dictamen preceptivo y no vinculante en los “proyectos de disposiciones reglamentarias que se dicten en ejecución de las Normas Forales que regulen materias de la competencia exclusiva o de desarrollo normativo del Territorio Histórico, o en ejecución de las Leyes de la Comunidad Autónoma en aquellas materias en que compete al Territorio Histórico el desarrollo reglamentario de las mismas”. 

El decreto proyectado tiene un doble objeto: por un lado, establecer “los requisitos y las condiciones técnico-asistenciales y de personal exigidas a los centros residenciales dirigidos a personas mayores dependientes para que sus plazas puedan ser objeto de concertación con el IFBS”, y por otro lado, “regular, en sus aspectos básicos, el procedimiento para la concertación por el IFBS, de plazas con entidades de las que dependan centros que cumplan los requisitos y condiciones de ejecución exigidos por el mismo, así como establecer las obligaciones asociadas a dicha concertación, en el marco de la normativa vigente en materia de contratos del sector público”.
A los efectos de determinar si el presente proyecto está sujeto a dictamen preceptivo de esta Comisión Consultiva, procede determinar el tipo de reglamento ante el que nos encontramos. La jurisprudencia define los reglamentos organizativos como aquellas normas que tienen por objeto fijar la estructura y competencia de los órganos administrativos o, de forma más general, aquellas que regulan aspectos domésticos de organización interna en el sentido de regulación interna de los propios medios personales, materiales. Además, para la mayoría de la jurisprudencia, el elemento decisivo de esta definición se centra en un concepto negativo, esto es, en lo que estos reglamentos no hacen. Así, son reglamentos organizativos aquéllos que no tienen efectos ad extra y, por tanto, no afectan a los derechos y deberes de la ciudadanía, aunque sea en preceptos que no sean el objeto central de la norma. 

En este caso, tal y como se ha indicado previamente, en la medida en que regula requisitos y normas procedimentales exigidas a los centros residenciales dirigidos a personas mayores dependientes para que sus plazas puedan ser objeto de concertación con el IFBS, su contenido excede del concepto de reglamento organizativo, estando, en consecuencia, sujeto a dictamen de esta Comisión. 

SEGUNDA. Sobre los aspectos formales de la norma en proyecto.

a) Competencia.

Conforme al artículo 3.2 de la Norma Foral 10/2023, de 15 de marzo, de gobierno, organización y régimen jurídico de la Diputación Foral de Álava, el Consejo de Gobierno Foral ostenta la potestad reglamentaria. 
No obstante, al tratarse de una disposición normativa reguladora de los requisitos y condiciones mínimas técnico asistenciales y de personal exigidas a los centros residenciales para personas mayores dependientes en el marco de la concertación de plazas residenciales con el IFBS, con carácter previo a la aprobación por parte del Consejo de Gobierno Foral, el proyecto de decreto foral deberá ser aprobado por el Consejo de Administración del IFBS, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 5.2.e) de la Norma Foral 21/1988, de 20 junio, por la que se constituye el organismo autónomo Instituto Foral de Bienestar Social y 8.h) del Decreto Foral 25/2012, del Consejo de 3 de abril, que aprueba el reglamento de estructura y funcionamiento del organismo autónomo Instituto Foral de Bienestar Social.  
b) Procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general. 

1. Normativa aplicable. 

El Decreto Foral 6/2023, de 28 de febrero, del Consejo de Gobierno Foral aprueba el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general de la Diputación Foral de Álava (BOTHA nº 28, de 8 de marzo de 2023). Su disposición final señala que el mismo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el BOTHA. 

El procedimiento de elaboración del proyecto sometido a dictamen se inició mediante la Orden Foral 116/2024, de 15 de noviembre, del Diputado de Políticas Sociales, por lo que le será de aplicación el aludido Decreto Foral, conforme a su disposición final. 

2. Plan anual normativo. 

Dispone el artículo 4 del Decreto Foral 6/2023 que, en el último trimestre de cada año, la Diputación Foral de Álava aprobará un Plan Anual Normativo que incluirá las iniciativas normativas que tenga previsto proponer para su aprobación durante el ejercicio anual siguiente. En caso de que se promueva, por el órgano competente, una propuesta normativa que no figure en el Plan Anual Normativo, se deberá justificar la urgencia o la necesidad de tal regulación en la resolución de incoación del procedimiento de elaboración de la disposición. 

Revisado el Plan Anual Normativo del año 2024 se constata que la presente iniciativa normativa sí está prevista en dicho Plan, a pesar de que en la parte expositiva de la Orden Foral 116/2024, de 15 de noviembre, se indique lo contrario.

3. Principios de buena regulación. 

El preámbulo del proyecto no justifica su adecuación a los principios de buena regulación regulados en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (en adelante, LPACAP), y en el artículo 3 del Decreto Foral 6/2023, de 28 de febrero, del Consejo de Gobierno Foral, que aprueba el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general de la Diputación Foral de Álava.

4. Informes y trámites preceptivos. 

Respecto a la tramitación de la propuesta, la misma ha sido elaborada por el Área de Contratación y Régimen Jurídico del IFBS, dado que, al ser su objeto la regulación de la prestación de un servicio público relacionado con los servicios sociales dirigidos a la tercera edad, corresponde a dicho organismo autónomo la organización, gestión, prestación y ejecución del mismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2 de la Norma Foral 21/1988, de 20 junio, por la que se constituye el organismo autónomo Instituto Foral de Bienestar Social; organismo adscrito al Departamento de Políticas Sociales de la Diputación Foral de Álava por el artículo 3 del Decreto Foral 13/2016, de 9 de febrero, del Consejo, por el que se establece la estructura orgánica y funcional del Departamento de Servicios Sociales, puesto en relación con el Decreto Foral 152/2023, de 30 de junio, del Diputado General, por el que se determinan los Departamentos de la Diputación Foral de Álava para la legislatura 2023-2027. Dicho Servicio ha emitido tanto el informe relativo a las alegaciones presentadas en el trámite de audiencia e información pública, como los informes de impacto económico e impacto normativo. 

El informe de impacto en función del género, por su parte, ha sido emitido por el Servicio de Secretaría de Servicios Sociales de la Dirección de Servicios Sociales del Departamento de Políticas Sociales en fecha 19 de noviembre de 2024. Sobre dicho informe se ha realizado la correspondiente verificación por el Servicio de Igualdad de esta Diputación. 
5. Consulta pública previa y trámite de audiencia e información pública. 

En la tramitación del procedimiento de este proyecto normativo se ha omitido el trámite de consulta pública previa, amparándose dicha exención en los apartados e) y g) del artículo 10 del Decreto Foral 6/2023, según se indica en el informe de impacto normativo y en la Orden Foral 116/2024, de 15 de noviembre. En concreto, se menciona como causas de exención del citado trámite que el proyecto de decreto foral “regulen aspectos parciales de una materia,” y que se trata de la “adaptación de una normativa jurídica superior o tenga causa en un imperativo legal”. Si bien en ambos documentos se mencionan dichas causas de exención, en ninguno de ellos se justifica que dichos supuestos sean aplicables a la tramitación de este proyecto normativo. 

Por su parte, consta en el expediente que el proyecto ha sido sometido al trámite de audiencia e información pública durante un periodo de 10 días hábiles, lo cual se adecúa a lo dispuesto en el artículo 14.3 del Decreto Foral 6/2023. Durante dicho trámite se han presentado aportaciones por una entidad, y estas han sido objeto de análisis en el informe sobre las alegaciones emitido por el Área de Contratación y Régimen Jurídico del IFBS en fecha 24 de febrero de 2025.

6. Plazo para la tramitación del procedimiento. 

De conformidad al artículo 24.2 del Decreto Foral 6/2023, ultimada la tramitación de los proyectos de decretos forales del Consejo de Gobierno Foral, éstos se someterán a la aprobación definitiva por dicho órgano en el plazo de ocho meses desde que se inició el procedimiento. 

El presente procedimiento se inició por Orden Foral 116/2024, de 15 de noviembre, del Diputado de Políticas Sociales, por lo que, en fecha de emisión del presente dictamen, el plazo no ha finalizado. 

TERCERA. Títulos competenciales actuados por la norma reglamentaria en proyecto.

Conforme al artículo 7.c.1 de la Ley 27/1983, de 25 de noviembre, de relaciones entre las instituciones comunes de la Comunidad Autónoma y los órganos forales de sus Territorios Históricos (LTH), corresponde a los territorios históricos la ejecución, dentro de su territorio de la legislación de las instituciones comunes en materia de asistencia social, sin perjuicio de la acción directa de las instituciones comunes del País Vasco.

El artículo 8.3 de la LTH, por su parte, atribuye a los órganos forales el ejercicio de la potestad reglamentaria para la organización de sus propios servicios en las materias en que corresponde a los territorios históricos la ejecución, que ejercitarán de conformidad con las disposiciones de carácter general que en desarrollo de su legislación dicten las instituciones comunes de la Comunidad Autónoma. 
Este reparto competencial en la materia ha sido concretado en la ley 12/2008, de 5 de diciembre, de servicios sociales (en adelante, LSS), la cual recoge en el capítulo I del título III (artículos 39 a 43) las competencias sobre servicios sociales del Gobierno Vasco, las diputaciones forales y los ayuntamientos. En concreto, el artículo 41 de esta LSS recoge las competencias que corresponden a los territorios históricos, entre las que se encuentran: la potestad reglamentaria para la organización de sus propios servicios en materia de servicios sociales, la provisión de los servicios sociales de atención secundaria (entre otros, la atención a la dependencia de las personas mayores o con discapacidad), así como cuantas otras le atribuyan esta Ley y su normativa de desarrollo (apartados 1, 3 y 12 del artículo 41 de la LSS, respectivamente).

El marco normativo en el que se inserta el proyecto es el delimitado por los siguientes cuerpos legales: 

En primer lugar, en la Ley (estatal) 39/2006, de 14 de diciembre, de promoción de la autonomía personal y atención a las personas en situación de dependencia, que en virtud de lo establecido en su artículo 16 y en su disposición adicional duodécima, reconoce las especificidades de las diputaciones forales para ofrecer los servicios y otorgar las prestaciones económicas integradas en el catálogo de servicios del sistema para la autonomía y atención a la dependencia.

En segundo lugar, el Decreto 185/2015, de 6 de octubre, de cartera de prestaciones y servicios del sistema vasco de servicios sociales que reconoce, en la ficha 2.4.1 de su anexo I, como un servicio social de atención secundaria de competencia foral a los centros residenciales para personas mayores, definiendo su objeto, y estableciendo los requisitos, criterios y procedimientos de acceso a sus prestaciones.

En tercer lugar, el Decreto 126/2019, de 30 de julio, de centros residenciales para personas mayores en el ámbito de la Comunidad Autónoma del País Vasco, que regula los requisitos materiales, funcionales y de personal que deben reunir todos los centros residenciales para personas mayores ubicados en la Comunidad Autónoma del País Vasco, definiendo el modelo de atención y estableciendo las condiciones para su autorización de funcionamiento, acreditación y homologación.

Además de los anteriores, el Decreto 168/2023, de 7 de noviembre, por el que se regulan el régimen de concierto social y los convenios en el Sistema Vasco de Servicios Sociales, que se ciñe a regular los aspectos básicos del citado sistema, reconociendo las facultades que desde el respeto a ese marco general, cada administración ostenta en la regulación específica de su acción concertada, en virtud de lo dispuesto en su disposición adicional segunda, puesta en relación con la disposición adicional octava de la propia LSS.
En definitiva, conforme al artículo 41 y disposición adicional octava de la LSS, corresponde a las diputaciones forales la potestad reglamentaria para la organización de sus propios servicios, así como para establecer los requisitos y las condiciones técnico-asistenciales y de personal exigidas a los centros residenciales dirigidos a personas mayores dependientes para que sus plazas puedan ser objeto de concertación con el IFBS y para regular, en sus aspectos básicos, el procedimiento para la concertación por el IFBS de plazas con entidades de las que dependan centros que cumplan los requisitos y condiciones de ejecución exigidos por el mismo, así como establecer las obligaciones asociadas a dicha concertación, procedimiento que deberá ajustarse, en todo caso, a las disposiciones comunes establecidas en toda la normativa referenciada con anterioridad.  

CUARTA. Descripción del proyecto.

El proyecto de norma reglamentaria está integrado -además de por el preámbulo, que describe el objeto de la norma y aborda cuestiones competenciales y relativas al marco normativo de referencia y a la necesidad de la regulación que se propone- por ochenta y dos artículos, estructurados en tres títulos, dos disposiciones adicionales, dos disposiciones transitorias y dos disposiciones finales.

El título I lleva la rúbrica de “Disposiciones generales” y regula el objeto del proyecto normativo (art. 1), el ámbito de aplicación (art. 2), la definición y características de los centros residenciales para personas mayores dependientes (art. 3), las personas mayores dependientes y los apoyos para el ejercicio de la capacidad jurídica (art. 4), las finalidades de la concertación (art. 5), y los principios informadores (art. 6).

El título II trata sobre los requisitos y condiciones técnico-asistenciales y de personal exigidos a los citados centros, y se encuentra dividido en tres capítulos. El capítulo I, que comprende los artículos 7 y 8, se refiere a las disposiciones de carácter general y regula los requisitos y condiciones técnico-asistenciales previos a la concertación (art. 7), y en el marco de la ejecución (art. 8). El capítulo II referido a las condiciones técnico-asistenciales exigidas en el marco de la ejecución de la concertación, que se divide en cinco secciones: la 1ª dedicada al modelo de atención (artículos 9 y 10). La sección 2ª a las condiciones generales (artículos 11 y 12). La 3ª que regula las prestaciones mínimas ofrecidas por el servicio residencial (artículos 13 a 24). La Sección 4ª, regula las fases y procesos clave de la atención residencial y se divide en tres subsecciones: la 1ª dedicada a la fase de ingreso (artículos 25 a 31), la 2ª dedicada a la fase de estancia (artículos 32 a 38) y la 3ª dedicada a la finalización de la estancia (art. 39). Por último, la sección 5ª se refiere a los aspectos organizativos (artículos 40 a 42). Finalmente su capítulo III (artículos 43 a 48) contempla las condiciones de personal en el marco de la ejecución de la concertación.

A continuación su título III se refiere al procedimiento para la concertación y se encuentra dividido en cuatro capítulos: El I dedicado a las disposiciones generales (artículos 49 y 50); El capítulo II dedicado a los acuerdos marco que se dividide en tres secciones: La 1ª dedicada al objeto y cuestiones generales (artículos 51 a 56), la sección 2ª trata de los procedimientos de licitación y adjudicación (artículos 57 a 71), y la 3ª, que regula la formalización del acuerdo marco (artículos 72 y 73); El capítulo III regula los contratos basados en un acuerdo marco y se divide en dos secciones: La 1ª dedicada a la adjudicación, formalización y forma de pago de los citados contratos (artículos 74 a 78), y la 2ª dedicada a su ejecución (artículos 79 y 80); Finalmente su capítulo IV contempla las prerrogativas de la administración, contemplando en su artículo 81 la cláusula de interpretación de los contratos y en el 82 la jurisdicción competente.

El proyecto culmina con dos disposiciones adicionales, dos transitorias y dos disposiciones finales.
QUINTA. Análisis del contenido del proyecto.
El marco normativo en el que se inserta el proyecto es el referenciado en la consideración jurídica tercera de esta propuesta de dictamen, lo que supone que, tal y como se ha puesto de manifiesto en la misma, el contenido del proyecto ha de limitarse a regular aspectos organizativos, así como aspectos complementarios del procedimiento específico de acceso a la concertación, respetando, en todo caso, las normas básicas establecidas en el Decreto 185/2015, de 6 de octubre, de cartera de prestaciones y servicios del sistema vasco de servicios sociales, en el Decreto 126/2019, de 30 de julio, de centros residenciales para personas mayores, y en el Decreto 168/2023, de 7 de noviembre, por el que se regulan el régimen de concierto social y los convenios en el Sistema Vasco de Servicios Sociales.

Partiendo de esta valoración general, se realizan las siguientes consideraciones sobre aspectos puntuales del proyecto:

a) Preámbulo: el preámbulo del proyecto no justifica su adecuación a los principios de buena regulación regulados en el artículo 129 de la LPACAP, y en el artículo 3 del Decreto Foral 6/2023, de 28 de febrero, del Consejo de Gobierno Foral, que aprueba el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general de la Diputación Foral de Álava.

Además, en el párrafo relativo a la competencia del Consejo de Gobierno Foral para la aprobación del proyecto, no se indica nada al respecto de la competencia del Consejo de Administración del IFBS. Así, es necesario tener en cuenta que el Consejo de Administración del IFBS ha de aprobar el proyecto de decreto foral con carácter previo a la aprobación por parte del Consejo de Gobierno Foral, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 5.2.e) de la Norma Foral 21/1988, de 20 junio, por la que se constituye el organismo autónomo Instituto Foral de Bienestar Social y 8.h) del Decreto Foral 25/2012, del Consejo de 3 de abril, que aprueba el reglamento de estructura y funcionamiento del organismo autónomo Instituto Foral de Bienestar Social.

Adicionalmente a lo anterior, se echa en falta la referencia en esta parte expositiva de las menciones al Decreto 168/2023, de 7 de noviembre, por el que se regulan el régimen de concierto social y los convenios en el Sistema Vasco de Servicios Sociales, que regula los aspectos básicos del citado sistema, y que reconoce las facultades que desde el respeto a ese marco general, cada administración ostenta en la regulación específica de su acción concertada, en virtud de lo dispuesto en su disposición adicional segunda, puesta en relación con la disposición adicional octava de la propia LSS.
Finalmente, y dado que en la disposición transitoria primera del proyecto se referencian los contratos derivados del “Primero y Segundo Acuerdo Marco”, sin que con carácter previo se hayan mencionado los mismos, se recomienda al servicio promotor incluir en el preámbulo del proyecto una referencia explicativa a los mismos.
b) El artículo 3 del proyecto establece la definición y las características de los centros residenciales para personas mayores dependientes, características que no coinciden exactamente con las reconocidas a estos centros en la ficha 2.4.1 del anexo I del Decreto 185/2015, de 6 de octubre, ya que menciona una adicional (facilitar a las personas mayores los apoyos necesarios para poder llevar a cabo su proyecto de vida). Teniendo en cuenta que este aspecto excede de la potestad de organización de sus propios servicios que ostentan las diputaciones forales, se recomienda omitir esa referencia.

c) En el artículo 4 del proyecto se hace referencia a los apoyos para el ejercicio de la capacidad jurídica (representante, guardador, curador, o defensor judicial) de las personas mayores usuarias de los centros residenciales. Teniendo en cuenta las diferencias existentes entre las referencias utilizadas en el proyecto, las contempladas en la ficha 2.4.1 del anexo I del Decreto 185/2015, y las contempladas en el artículo 250 del Código Civil, y considerando además que este aspecto excede de la potestad de organización de sus propios servicios que ostentan las diputaciones forales, se recomienda omitir este artículo.

d) El artículo 5 del proyecto establece las finalidades de la concertación, las cuales no coinciden con las contempladas en el artículo 7 del Decreto 168/2023, de 7 de noviembre, ya que se mencionan sólo parcialmente. Teniendo en cuenta que la omisión de parte de las finalidades contempladas en el Decreto 168/2023, puede inducir a error y que es necesario respetar su marco general, se recomienda omitir este artículo o, en su lugar, realizar una remisión al artículo 7 del Decreto 168/2023.

e) El artículo 6 del proyecto establece los principios informadores de la concertación, recogiendo sólo parte de los contemplados en el artículo 6 del Decreto 168/2023, y añadiendo referencias puntuales al Manual sobre atención centrada en las relaciones GIZAREA aprobado en el año 2023 por el propio IFBS. Teniendo en cuenta que la citada omisión puede inducir a error, se recomienda suprimir este artículo o, en su lugar, realizar una remisión al artículo 6 del Decreto 168/2023. Asimismo también se recomienda eliminar las referencias al Manual GIZAREA, ya que su contenido se enmarca en el de las instrucciones o procedimientos específicos para el funcionamiento de la organización reservadas al ámbito interno o doméstico, y por tanto ajenas al contenido de una norma reglamentaria.

f) El segundo párrafo del apartado 1 del artículo 7 del proyecto, admite de modo excepcional la posibilidad de concertar con centros que no estén inscritos en el Registro Foral de Servicios Sociales, siempre y cuando éstos estén tramitando dicha inscripción. Revisada la referencia, se constata que no coincide con la indicada en el artículo 8 del Decreto 168/2023, que establece de forma taxativa que las entidades de iniciativa privada se considerarán facultadas para concertar, únicamente si cumplen los requisitos de inscripción registral, autorización y homologación previstos en el artículo 59 de la LSS. Por ello, en aras a garantizar la seguridad jurídica, y teniendo en cuenta que la determinación de los requisitos de acceso al régimen de concierto social no puede ser considerada un aspecto complementario del procedimiento para cuya regulación la Diputación Foral de Álava tenga competencia, sino un aspecto sustancial del mismo, se recomienda suprimir este párrafo.
g) Los artículos 9 y 10 del proyecto regulan de forma parcial, y con una redacción no coincidente, el contenido del artículo 26 del Decreto 168/2023, dedicado al modelo de atención integral y centrado en la persona, añadiendo referencias puntuales al Manual sobre atención centrada en las relaciones GIZAREA aprobado en el año 2023 por el propio IFBS. Teniendo en cuenta que la diferente redacción del proyecto respecto de la contemplada en el artículo 26 del Decreto 126/2019 puede inducir a error, ya que es necesario respetar su marco general, se recomienda realizar una remisión al mismo.. Asimismo también se recomienda eliminar las referencias al Manual GIZAREA, ya que su contenido se enmarca en el de las instrucciones o procedimientos específicos para el funcionamiento de la organización reservadas al ámbito interno o doméstico, y por tanto ajenas al contenido de una norma reglamentaria. 

h) Los artículos 13 a 24 del proyecto regulan las prestaciones ofrecidas por los servicios asistenciales que vayan a ser objeto de concertación, respetando las condiciones y el contenido mínimo del servicio residencial de personas mayores establecido en el artículo 29 del Decreto 126/2019. No obstante lo anterior, conviene mencionar que en la letra d) del apartado 4 del artículo 14 existe una referencia cruzada al artículo 4 que deberá ser revisada si se adopta la recomendación de suprimir el mismo.

i) Los artículos 25 a 31, dedicados a la fase de ingreso en el centro residencial, respetan los contenidos mínimos del servicio residencial de personas mayores establecido en los artículos 30 y 31 del Decreto 126/2019, a excepción de lo siguiente:

· En el artículo 29.4 del proyecto falta establecer el plazo de seguimiento periódico del Plan de Atención Individualizada (PAI) (preferentemente semanal y obligatoriamente mensual) de conformidad a lo previsto en el artículo 31.4 del Decreto 126/2019, así como la referencia al resultado de la valoración de la adaptación que será necesario realizar a los tres meses del ingreso (artículo 31.5 del Decreto 126/2019).
· Existen dos referencias cruzadas al artículo 4 que deberán ser revisadas si se adopta la recomendación de suprimir el mismo (apartados 2 y 6 del artículo 29 del proyecto).
j) El apartado 1 del artículo 34 que lleva por rúbrica “promoción y respeto de los derechos de las personas mayores residentes” regula parcialmente lo ya contemplado en el artículo 4 del Decreto Foral 8/2017, del Consejo de Gobierno Foral de 28 de febrero, que aprueba el Estatuto Básico de los Centros de Personas Mayores integrados en la red foral de servicios sociales del Territorio Histórico de Álava, en el que además se contempla específicamente el respeto a los derechos básicos establecidos en la LSS y en el Decreto 64/2004, de 6 de abril, por el que se aprueba la Carta de Derechos y Obligaciones de las Personas Usuarias y Profesionales de los Servicios Sociales en la Comunidad Autónoma del País Vasco. Teniendo en cuenta que la omisión de las referencias a las anteriores normativas puede inducir a error, se recomienda realizarlas.

k) El apartado 2 del artículo 45 que lleva por rúbrica “personal de atención directa” establece la ratio mínima de personal de atención directa para las plazas concertadas en los grados de dependencia 2 y 3 expresadas en minutos por plaza/día. 

Esas proporciones o “ratios” deberán respetar los mínimos establecidos en el artículo 43.3 del Decreto 126/2019, cuya fórmula de cálculo se define también en su apartado primero del siguiente modo:

“Para establecer la proporción o «ratio» personal/residentes, se considerará: 1.– Como numerador, el número total de horas trabajadas por el personal, con independencia de sus características laborales y forma de contratación (fijo, eventual o sustituto; dedicación completa o parcial; contraprestación de servicios profesionales, etc.), dividido por las horas anuales que establezca el convenio laboral que sea de aplicación o, en su defecto, el Estatuto de los Trabajadores”. 

l) El apartado 2 del artículo 47 dedicado a la formación continuada del personal, establece los contenidos obligatorios que debe incluir el Plan Anual de Formación. Entre ese contenido obligatorio no se contempla la formación en igualdad y materia de género, incumpliendo por tanto lo establecido en el artículo 42. 1 f) del Decreto 126/2019 que la establece como obligatoria.
m) El Título III regula el procedimiento para la concertación de las plazas residenciales para personas mayores dependientes y para ello, en primer lugar establece el marco normativo de aplicación. Así, su artículo 49 establece que la citada concertación se enmarca en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se trasponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero (en adelante LCSP) y por el Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas (en adelante RGLCAP) y por cualesquiera otras disposiciones que regulen la contratación tanto a nivel estatal como de la Comunidad Autónoma de Euskadi y que resulten aplicables en el ámbito de la misma. 

En relación con este marco normativo, es necesario tener en cuenta que si bien la naturaleza jurídica de los conciertos sociales ha sido objeto de análisis y debate, y a pesar de la existencia de una tesis minoritaria que encuadra al concierto social dentro de la categoría contractual que permite acudir de forma supletoria a su legislación en todo lo que no se encuentre regulado en los reglamentos básicos de aplicación al régimen de concierto, la tesis mayoritaria los considera como un modo de gestión de servicios sociales diferenciado de la modalidad contractual regulada en la normativa de contratación pública del sector público.

Y ello, en virtud de lo establecido en la Directiva Europea 2014/24/UE que ofrece posibilidades de organización de la gestión de prestaciones de servicios sociales distintas al modelo de contratación, siempre que esos sistemas garanticen una publicidad suficiente, y se ajusten a los principios de transparencia y no discriminación, y que contempla al concierto social como una de esas fórmulas.
Además de lo anterior, también es necesario tener en cuenta que de conformidad con el reparto competencial entre el Estado y las Comunidades Autónomas establecido en la Constitución, si bien el Estado tiene competencia exclusiva para establecer las bases de los contratos y concesiones administrativas (artículo 149.1.18), es decir, si bien existe reserva de ley para regular los contratos públicos entre los que se hayan los contratos de servicios a las personas, la elección de la fórmula concreta para organizar esta clase de servicios es competencia de las Comunidades Autónomas puesto que han asumido su gestión (artículo 148 de la CE, y artículos 10.12 y 10.39 de la Ley Orgánica 3/1979, de 18 de diciembre, de Estatuto de Autonomía para el País Vasco). Y todo ello avalado por la propia LCSP, que en su disposición adicional cuadragésima novena señala que: “Lo establecido en esta ley no obsta para que las Comunidades Autónomas, en el ejercicio de las competencias que tienen atribuidas, legislen articulando instrumentos no contractuales para la prestación de servicios públicos destinados a satisfacer necesidades de carácter social”.

En cumplimiento de ese mandato, el Decreto 168/2023 determina el régimen de concierto social como la fórmula elegida para seleccionar a las entidades de iniciativa privada como prestadoras de los servicios ofrecidos en los centros residenciales para personas mayores dependientes.

Por ello, y dado que la potestad reglamentaria de la Diputación Foral de Álava en este ámbito ha de limitarse, tal y como se ha argumentado anteriormente, a regular aspectos organizativos del servicio, así como aspectos complementarios del procedimiento específico de acceso a la prestación, respetando, en todo caso, la normativa específica que regula el procedimiento de acceso a las prestaciones en materia de servicios sociales, se insta al servicio promotor a adecuar todo el procedimiento para la concertación de plazas residenciales entre entidades titulares de centros residenciales para personas mayores dependientes y el IFBS, contemplado en el título III del proyecto, a lo indicado en el Decreto 168/2023. Esta misma solicitud será predicable de todos aquellos artículos, que aun estando fuera del citado Título III, hagan referencia a la aplicación de la LCSP, así como a la normativa en ella contemplada, y en particular a los acuerdos marco, o a los contratos derivados de ellos. (En particular, y sin perjuicio de la existencia de otros artículos, deberá adecuarse la redacción de la disposición adicional segunda, de la disposición transitoria segunda, y de la disposición final primera).

n) El apartado primero de la disposición final primera regula el régimen supletorio del proyecto, indicando expresamente que: “para todo lo que no prevea expresamente el presente Decreto Foral serán de aplicación supletoria las disposiciones contenidas en el Decreto 126/2019, de 30 de julio, de centros residenciales para personas mayores en el ámbito de la Comunidad Autónoma del País Vasco, en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se trasponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero (en adelante LCSP) y por el Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas”. Además de las apreciaciones realizadas en la letra m) anterior referidas a la LCSP, con respecto a la mención de la supletoriedad del Decreto 126/2016, también es necesario tener en cuenta que la potestad reglamentaria de la Diputación Foral de Álava en este ámbito ha de limitarse, tal y como se ha argumentado anteriormente, a regular aspectos organizativos del servicio, así como aspectos complementarios del procedimiento específico de acceso a la prestación, respetando, en todo caso, la normativa específica que regula el procedimiento de acceso a las prestaciones en materia de servicios sociales. Es decir, las disposiciones procedimentales contenidas en la normativa a la que se refiere este apartado son de aplicación preferente y en ningún caso podrán ser consideradas de aplicación supletoria al presente proyecto. En consecuencia, se insta al servicio promotor a suprimir este apartado. 
III.-CONCLUSIONES

Primera. El proyecto de Decreto Foral se adecúa al ordenamiento jurídico, salvo los artículos referidos en los epígrafes b), c), d), e), f), g), l), m), y n) del apartado quinto de este dictamen. 

Segunda. Se propone realizar el resto de las modificaciones indicadas en el apartado quinto del presente dictamen.
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